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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 13 de mayo de 2008, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, que negó las súplicas de la demanda incoada por Efrén Hoyos Dueñas contra el Instituto de la Reforma Agraria – INCORA en Liquidación.

LA DEMANDA

Estuvo encaminada a obtener la nulidad de la Resolución No. 00236 de 6 de febrero de 2006, por la cual el Gerente General del INCORA en Liquidación, resolvió dar por terminada la relación laboral del actor en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19 a partir de 1º de abril de la misma anualidad, por reconocimiento de la pensión de jubilación; Oficio No. 2006-2 D6553.1 de 22 de agosto de 2006, por el cual el Director de la Oficina de Talento Humano del INCORA -en Liquidación, negó la petición respecto de la supresión del cargo enunciado y desempeñado por el actor en la Regional del Departamento del Valle del Cauca.

A título de restablecimiento del derecho, pretende que la Entidad demandada incluya en el Programa de Supresión de Cargos el desempeñado por el demandante, dentro de los términos fijados por los artículos 15 y 17 del Decreto 1292 de 2003, dando cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 176 a 178 del C.C.A.

Para fundamentar sus pretensiones, expuso los siguientes hechos:

El demandante prestó sus servicios en el INCORA en Liquidación, en las Regionales de Bolívar, Norte de Santander y Valle del Cauca, en forma continua e ininterrumpida, durante el período comprendido entre el 6 de mayo de 1974 hasta el 31 de marzo de 2006, para un total de 32 años, 2 meses y 24 días.

El actor fue nombrado en el INCORA, en el cargo de Asesor de Agrotecnia 13ª – Agrónomo I, por Resolución No. 01647 de 26 de abril de 1974 y se posesionó el 6 de mayo del mismo año, según da cuenta el Acta No. 591.

Nació el 20 de agosto de 1946, es decir, que a la fecha de presentación de la demanda, contaba con 60 años de edad.

Mediante Acta No. 0027 de 19 de julio de 1995, el demandante tomó posesión del cargo de Jefe de Sección 14, en la Regional Valle del Cauca.

Por medio de la Resolución No. 1170 de 24 de enero de 1996, el Departamento Administrativo del Servicio Civil, actualizó la inscripción del actor en el escalafón de Carrera Administrativa, en el cargo de Jefe de Sección, Código 2075, Grado 14, en el INCORA, Regional Valle del Cauca.

Conforme a la Resolución No. 2711 de 23 de octubre de 1997, el Gerente General del INCORA, ordenó la incorporación del actor en la Planta de Personal establecida mediante Acuerdo No. 003 de 6 de agosto de 1997 y aprobada por el Decreto No. 2459 de 3 de octubre del mismo año, en el cargo de Profesional Especializado, Grado 19 del Grupo de Ordenamiento Social de la Propiedad.

Mediante Acta No. 0031 de 30 de octubre de 1997, el demandante tomó posesión del cargo de Profesional Especializado 19, en el Grupo de Ordenamiento Social de la Propiedad.

Según certificación de 20 de marzo de 1998, emanada de la Comisión Nacional del Servicio Civil, se actualiza nuevamente la inscripción del actor en el Registro Público de Empleados de Carrera Administrativa, en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19, en el INCORA Regional Valle del Cauca.

Por medio del Decreto 1292 de 21 de mayo de 2003, el Gobierno Nacional suprimió el INCORA y ordenó su liquidación, destacándose que en el Capítulo III, artículos 143 y 17 ordenó respetar los derechos de carrera de los funcionarios vinculados a la entidad.

A pesar de que el actor era un funcionario público debidamente inscrito en carrera administrativa, la administración del INCORA en Liquidación desconoció los derechos que como tal le otorgó la Ley.

Por Oficio recibido el 9 de febrero de 2006, la Oficina de Talento Humano del INCORA en Liquidación, le comunicó al demandante que por Resolución No. 00236 de 6 de febrero de 2006 se da por terminada la relación laboral legal o reglamentaria, por aplicación del parágrafo 3º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003.

El demandante por escrito de 1º de agosto de 2006, le solicitó al INCORA en Liquidación el reconocimiento y pago de la indemnización legal por supresión del empleo.

Por Oficio No. 2006-2 D6553.1 de 22 de agosto de 2006, la Oficina de Talento Humano del INCORA en Liquidación, negó la petición del actor.

El procedimiento que adelantó el INCORA desconoció lo establecido en los artículos 37 y 39 de la Ley 443 de 1998, 44 y siguientes del Decreto 1568 de 1998, y 136 a 141 del Decreto 1572 de 1998.

Se colige de lo anotado, la flagrante violación de los derechos a la igualdad, debido proceso administrativo, y laborales adquiridos por el actor y amparados en la Constitución y la Ley.

NORMAS VIOLADAS

Como disposiciones violadas cita las siguientes: 

Constitución Política, artículos, 2º, 3º, 53, 125 y 305, numeral 7º; Decreto 2400 de 1968; Ley 33 de 1985, artículo 1º; Ley 27 de 1992; Ley 443 de 1998, artículos, 1º, 2º, 3º, 39 y 40; Decreto 1568 de 1998, artículo 44; Decreto 1572 de 1998; Ley 100 de 1993, parágrafo 3º del artículos 33; Ley 797 de 2003, artículos 3º, 9º, 13 y 17. (Fls. 33-46)

LA SENTENCIA

El Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, mediante sentencia de 13 de mayo de 2008 (Fls. 105-115), negó las súplicas de la demanda, con los siguientes argumentos:

La fundamentación de hecho y jurídica de los actos acusados de supresión del cargo del actor, es el cumplimiento de lo dispuesto en el parágrafo 3º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003.

La Corte Constitucional mediante sentencia C-1037 de 2003, declaró exequible el precitado parágrafo, en el sentido de que debe haberse incluido al pensionado en la nómina de la entidad de Seguridad Social.

En el presente caso está probado que el Instituto de Seguros Sociales, mediante Resolución No. 029019 de 22 de septiembre de 2005, ordenó el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación del actor, condicionada a acreditar el retiro del servicio; por Resolución No. 018829 de 18 de mayo de 2006, procedió a reliquidarla y ordenó su inclusión en nómina a partir del mes de junio del mismo año.

La consecuencia de que el acto administrativo que dio por terminada la relación laboral del actor con el INCORA en Liquidación, mantenga su presunción de legalidad, es que los actos que negaron el pago de la indemnización por supresión del cargo, ahora acusados por el demandante, resultan igualmente válidos y acordes con el ordenamiento jurídico.

EL RECURSO

La parte actora interpuso recurso de apelación cuya sustentación corre de folios 123 a 126, en que solicita se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se acceda a las pretensiones de la demanda, con los siguientes argumentos:

El artículo 9º de la Ley 797 de 2003, hace referencia únicamente a las pensiones de vejez en las cuales para el caso de los hombres se requiere haber cumplido 60 años de edad y cotizado 1.000 semanas en cualquier tiempo, en el caso del actor, la pensión que le fue reconocida por el ISS fue la de jubilación, que exige 20 años de servicios al Estado y 55 años de edad.

Así las cosas el acto de retiro del servicio del actor por aplicación del parágrafo 3º del artículo 9º de la Ley 797 de 2003, se traduce en una aplicación indebida de la norma, toda vez que el demandante para el 1º de abril de 2006 (fecha del retiro) aún no contaba con 60 años de edad; y el artículo 150 de la Ley 100 de 1993 establece, que ningún servidor podrá ser obligado a retirarse del servicio antes de llegar a la edad de retiro forzoso, que según el artículo 1º de la Ley 33 de 1985, es a los 60 años.

De otro lado, la declaratoria de exequibilidad del parágrafo 3º del artículo 9º de la Ley 797 de 2003, está condicionada a que el retiro de los trabajadores depende de su inclusión en la nómina de pensionados, la cual fue omitida por la entidad acusada al momento de proferir el acto de retiro del servicio del actor, la cual se torna evidente en las Resoluciones Nos. 018829 de 18 de mayo de 2006, expedida por el Instituto de Seguros Sociales, por medio de la cual se ordenó la inclusión en nómina del demandante y la No. 00236 de 6 de febrero del mismo año, expedida por el INCORA, dando por terminada la relación laboral, es anterior a la expedida por el ISS.

Siendo ilegal el retiro del actor en su condición de funcionario inscrito en Carrera Administrativa y en razón de la supresión del cargo por el INCORA en Liquidación, resulta procedente el reconocimiento y pago de la indemnización prevista en los parágrafos 1º y 2º del artículo 44 de la Ley 909 de 2004, en concordancia con los Decretos 1568 y 1572 de 1998, 1292 de 2003, en los artículos 13 y 17, que establecen para los funcionarios de la demandada, que en el proceso de liquidación pueden optar por la indemnización.

Como no se observa causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir, previas las siguientes:

CONSIDERACIONES

CUESTIÓN PREVIA

Previamente a abordar el fondo del asunto, se estudiará la competencia funcional del sub-lite con la finalidad de determinar la instancia que lo debe resolver.

En anteriores ocasiones la Sala había considerado en casos similares, que se trataban de procesos sin cuantía, donde se ventilaba la legalidad de Actos Administrativos del Orden Nacional siendo de competencia exclusiva del Consejo de Estado, según lo establece el artículo 128 del C.C.A., modificado por el artículo 2º del Decreto 597 de 1988, con el siguiente tenor literal:

"Art. 128.- Modificado. Decr. 597 de 1988, art. 2º. Modificado. Ley 446 de 1998, art. 36. El Consejo de Estado, en Sala de los Contencioso Administrativo, conocerá de los siguientes procesos privativamente y en única instancia:

(...)

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía, en los cuales se controviertan actos administrativos expedidos por autoridades del orden nacional, con excepción de los de carácter laboral. No obstante, las controversias sobre los actos de declaratoria de unidad de  empresa y calificación de huelga son de competencia del Consejo de Estado en única instancia. (...)”

Con la entrada en funcionamiento de los Juzgados Administrativos (1º de agosto de 2006) dicha competencia se modificó, radicándose en cabeza de estos Despachos Judiciales, conforme lo prevé el artículo 134B, cuyo contenido es el siguiente:

“Art. 134B. Adicionado. Ley 446 de 1998, art. 42. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia.

Los Jueces Administrativos conocerían en primera instancia de los siguientes asuntos:

(...)

2. De los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía, cuando se trate de controversias que se originen en una relación laboral legal y reglamentaria o cuando se controviertan Actos Administrativos de carácter laboral expedidos por autoridades del orden nacional, con excepción de los actos referentes a la declaratoria de unidad de empresa y a la calificación de huelga, cuya competencia corresponde al Consejo de Estado en única instancia. (...).”

Esta Sala, en providencia de 19 de julio de 2007, M. P. Dr. Jesús María Lemos Bustamante, Exp. No. 0244-04, Actora: Lina Rosa Rodríguez de Chacón, indicó que en los eventos en que el proceso hubiera sido válidamente iniciado en única instancia ante el Consejo de Estado, debía continuar su trámite hasta que se profiriera el fallo, así:

“(…) Conforme a lo expuesto, para la Sala, en aplicación del artículo 266 del C.C.A., en concordancia con el inciso primero del artículo 164 de la Ley 446 de 1998, los procesos de única instancia que actualmente vienen siendo conocidos por esta Corporación deben continuar su trámite hasta que se profiera el fallo. 

Ello es así en aplicación de la transición procesal que rige en materia procesal administrativa, contenida en las normas indicadas, pues no resultaría razonable que un proceso iniciado ante esta jurisdicción y cuya norma general prevé que continúe hasta el fallo, deba ser sometido nuevamente a otro trámite diferente al que la ley preexistente le había fijado, además de que el principio y garantía de la perpetuatio jurisdictionis establece sólo de manera excepcional la posibilidad de variar el juez en cuyo conocimiento está el asunto. Esta posición se torna aún más válida en el presente caso, que se remitiría a jueces individuales y de inferior jerarquía, porque comporta una mejor garantía para el administrado que el asunto sea definido por esta  Corporación, que desempeña las funciones de Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo (artículo 237 de la Carta Política).”

Por su parte, la Sección Segunda Subsección “A” del Consejo de Estado, mediante Autos de 27 de noviembre
 y 4 de diciembre de 2008
, entre otros, ha sostenido que las súplicas de la demanda evidencian que lo pretendido en procesos similares es obtener la indemnización por supresión de cargo y por tal motivo, el asunto tiene cuantía.  Al respecto, sostuvo:

“(…) Del análisis de las pretensiones expuestas por la actora en el libelo de la demanda, se infiere claramente que lo que persigue con la nulidad del oficio No. 2004-2-04871.1 de 12 de julio de 2004, es lograr los efectos del artículo 17 del decreto 1292 de 2003 (fl. 8), es decir, tener la opción de acceder a la indemnización de que trata la ley 443 de 1998 y sus Decretos Reglamentarios 1572 de 1998 y 1173 de 1999; en consecuencia, resulta evidente que se trata de un negocio con cuantía. Respecto de este punto, es importante resaltar que la Sala variará la posición en el sentido de darle cuantía a este tipo de negocios, conforme a lo expuesto, sin variar la relación respecto del competente. (…)”

Mediante Auto de 23 de julio de 2009, la Sección Segunda del Consejo de Estado unificó el criterio respecto de las demandas de única instancia incoadas ante esta Corporación y que con la entrada en funcionamiento de los Juzgados Administrativos quedaron de doble instancia, indicando que:

“Ahora bien, en relación con las demandas presentadas como de única instancia ante esta Corporación con anterioridad a la entrada en funcionamiento de los Juzgados Administrativos, y que, en virtud de la readecuación de competencias quedaron radicadas en cabeza de los Tribunales Administrativos o de los Jueces del Distrito, la Sala, a partir de este pronunciamiento, ordenará remitir al competente los procesos que actualmente cursan en esta Sección para que continúen su trámite, salvo los que, a la fecha de esta decisión, hayan entrado al Despacho para sentencia.”

En consecuencia, como el presente proceso entró para sentencia el 13 de mayo de 2008 (Fls. 105-115), es del caso continuar con la competencia radicada en esta Corporación en segunda instancia.

PROBLEMA JURÍDICO

Consiste en determinar si el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19, debió suprimirse con anterioridad a la culminación del proceso de liquidación del INCORA, garantizándose los derechos de carrera administrativa del actor y en consecuencia ordenar el reconocimiento y pago de la indemnización por supresión del cargo y luego si proceder al reconocimiento pensional.

ACTOS ACUSADOS

Resolución No. 00236 de 6 de febrero de 2006, por la cual el Gerente General del INCORA en Liquidación, resolvió dar por terminada la relación laboral del actor en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19 a partir de 1º de abril de la misma anualidad, por reconocimiento de la pensión de jubilación. (Fls. 6-7)

Oficio No. 2006-2 D6553.1 de 22 de agosto de 2006, por el cual la Oficina de Talento Humano del INCORA -en Liquidación, negó la petición respecto de la supresión del cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19 desempeñado por el actor en la Regional Valle del Cauca. (Fls. 31-32) 

DE LO PROBADO EN EL PROCESO

Vinculación del Actor
A folio 9 obra la Resolución No. 01647 de 26 de abril de 1974, mediante la cual el Gerente General del INCORA, nombró al demandante en el cargo de Asesor de Agrotecnia 13ª – Agrónomo I, posesionándose el 6 de mayo de la misma anualizada, según da cuenta el Acta No. 591. (Fl. 9A)

Fue incorporado al INCORA por Resolución No. 2249 de 1995 en el cargo de Jefe de Sección 14, Regional Valle del Cauca, posesionándose el 19 de julio del mismo año, como lo demuestra el Acta No. 0027. (Fls. 10)

Mediante Resolución No. 2711 de 23 de octubre de 1997, es reincorporado a la entidad, en el cargo de Coordinador Grupo de Ordenamiento Social y de la Propiedad, y según Acta No. 00031 se posesionó el 30 del mismo mes y año. (Fls. 13-14 y 15)

Por Resolución No. 00236 de 6 de febrero de 2006, el Gerente del INCORA en Liquidación, resolvió dar por terminada la relación laboral del actor en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19 a partir de 1º de abril de la misma anualidad, por reconocimiento de la pensión de jubilación. (Fls. 6-7)

Derechos de Carrera Administrativa

Por Resolución No. 1170 de 24 de enero de 1996, la Comisión Nacional del Servicio Civil, actualizó la inscripción del actor en el escalafón de Carrera Administrativa, en el cargo Jefe de Sección, Código 2075, Grado 14. (Fls. 11)

La Secretaría Ejecutiva de la Comisión Nacional del Servicios Civil certificó que el cargo del demandante fue actualizado el 20 de marzo de 1998 en el Registro Público de Empleados de Carrera Administrativa en el cargo de Profesional Especializado, Código 3010, Grado 19 perteneciente al INCORA Regional Valle del Cauca. (Fl. 6 C-3l) 

Reconocimiento Pensional al Demandante y su Inclusión en Nómina

Por Resolución No. 029019 de 22 de septiembre de 2005, la Gerente II del Centro de Atención de Pensiones de la Seccional Cundinamarca, del ISS, dispuso el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación al demandante en cuantía de $2’111.423 para el año de 2005, condicionada a que el peticionario acreditara el retiro definitivo del servicio, para el disfrute de la pensión. (Fls. 133-135 C-3)

De folios 146 a 147 del Cuaderno No. 3 obra la Resolución No. 018829 de 18 de mayo de 2006, expedida por el Instituto de Seguros Sociales, mediante la cual se reliquida la pensión de jubilación del actor en cuantía de $2’213.827 efectiva a partir de 1º de abril de 2006, fecha del retiro definitivo.

Según da cuenta el Oficio No. PRAP-062-211 No. 1554 de 30 de enero de 2006, el demandante fue incluido en nómina de pensionados del ISS correspondiente al mes de mayo de 2006. (Fls. 132 y 147 C-3)

ANÁLISIS DE LA SALA

Naturaleza Jurídica del INCORA en Liquidación

Según lo previsto en el artículo 11 de la Ley 160 de 1994, el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, INCORA, creado por la Ley 135 de 1961, continúa funcionando como un Establecimiento Público Descentralizado del Orden Nacional, con Personería Jurídica, Autonomía Administrativa y Patrimonio Independiente, adscrito al Ministerio de Agricultura con domicilio en Bogotá, D.C.

Normatividad Aplicable

La Ley 443 de 11 de junio de 1998, por la cual se expiden normas sobre Carrera Administrativa, en su artículo 37 determinó las causales de retiro del servicio de los empleados de carrera, con el siguiente tenor literal:

“Causales. El retiro del servicio de los empleados de carrera se produce en los siguientes casos:

a. (…)

b. Por retiro con derecho a jubilación; (…)”

La Corte Constitucional, mediante sentencia C-372 de 26 de mayo de 1999, M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo, se pronunció sobre las causales de retiro, haciendo las siguientes precisiones:

“(…) El artículo 37 acusado, al admitir que los reglamentos puedan determinar las causas de retiro del servicio de los empleados de carrera, viola flagrantemente el postulado que se acaba de exponer y desconoce sin duda el artículo 125 de la Constitución, pues amplía una atribución que el Constituyente limitó de manera específica a la propia Carta y a la ley. Además, implica una desprotección a la estabilidad de los trabajadores, quienes encuentran en la reserva de ley eficaz garantía de su estabilidad, toda vez que en la Constitución se unifica en cabeza del legislador la competencia para señalar los motivos que pueden llevar a su salida del servicio, sin que sea posible que de manera fácil la propia administración los amplíe. En tal virtud, se declarará la inexequibilidad de las expresiones "y los reglamentos", pertenecientes al literal k) del citado artículo. (…)”

La anterior norma fue modificada por el artículo 41 de la Ley 909 de 23 de septiembre de 2004
, por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la Carrera Administrativa, Gerencia Pública y se dictan otras disposiciones, su tenor literal es el siguiente:

“Artículo  41. Causales de retiro del servicio. El retiro del servicio de quienes estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera administrativa se produce en los siguientes casos:

a) (…) 

e) Retiro por haber obtenido la pensión de jubilación o vejez
; (…)”

Mediante sentencia C-501 d 17 de mayo de 2005, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, la Corte Constitucional, declaró exequible el literal e) del artículo 41 de la Ley 909 de 2004, precisando que:

“El retiro de funcionarios de carrera por la obtención de la pensión de jubilación. 

Consideran los demandantes que la causal contenida en el literal e) del artículo 41 de la Ley 909 de 2004 vulnera el principio de estabilidad al permitir el retiro de la carrera de funcionarios, por el solo hecho de haber obtenido una pensión. Por su parte, los intervinientes señalan que la Corte debe declarar la constitucionalidad condicionada del literal c), en el entendido que dicha causal opera sólo desde el momento en que el funcionario haya sido incluido en la nómina de jubilados de la entidad, acogiendo la solución dada por esta Corporación en la sentencia C-1037 de 2003.

Dada la amplia potestad que le reconoce el artículo 125 de la Carta al legislador para determinar otras causales de retiro de la carrera, distintas al régimen disciplinario o al sistema de evaluación del desempeño, puede éste establecer razones ajenas a la conducta de los funcionarios que de presentarse pueden afectar la eficaz y eficiente prestación de los servicios públicos y el cumplimiento de los fines función pública, siempre y cuando respete los límites, principios y valores constitucionales que pretende promover a través del sistema de carrera. Tal es el caso de la causal de retiro por la obtención de la pensión de jubilación. 

Cuando un servidor público ha laborado durante el tiempo necesario para acceder a la pensión de vejez, resulta razonable que se prevea la terminación de su relación laboral cuando la disminución de su producción laboral puede afectar la eficiente y eficaz prestación del servicio a cargo de la entidad. Esta posibilidad a la vez que permite el acceso a dicho cargo a otras personas en condiciones de igualdad, garantiza el derecho del ex funcionario a disfrutar de la pensión. Sin embargo, a fin de garantizar la efectividad de los derechos del pensionado y asegurar que pueda gozar del descanso, en condiciones dignas, es preciso, que dicha causal opere a partir del momento en que se hace efectivo ese derecho, esto es, a partir de la inclusión del funcionario en la nómina de pensionados de la entidad. 

Así lo sostuvo esta Corporación en la sentencia C-1037 de 2003: (…)”

De la Liquidación y Supresión del INCORA

El artículo 189 de la Constitución Política establece que el Presidente de la República, como Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa, tiene dentro de sus funciones:

“(...)

14. Crear, fusionar o suprimir, conforme a la ley, los empleos que demande la administración central, señalar sus funciones especiales y fijar sus dotaciones y emolumentos. (...)

15. Suprimir o fusionar entidades u organismos administrativos nacionales de conformidad con la ley.

16. Modificar la estructura de los ministerios, departamentos administrativos y demás entidades u organismos administrativos nacionales, con sujeción a los principios y reglas generales que defina la ley.

(...).”

El Presidente de la República, en ejercicio de las Facultades Constitucionales y en virtud del artículo 52
 de la Ley 489 de 1998 y el Decreto Ley 254 de 2000, profirió el Decreto 1292 de 21 de mayo de 2003
, por el cual suprimió el Instituto de Reforma Agraria –INCORA-, en los artículos 1º y 2º dispusieron el siguiente tenor literal:

“ARTÍCULO 1º. Supresión y liquidación del Instituto Colombiano de Reforma Agraria, Incora. Suprímase el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora, establecimiento público del orden nacional, creado por la Ley 135 de 1961 y reformado por Ley 160 de 1994, adscrito al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

En consecuencia, a partir de la vigencia del presente decreto, dicho establecimiento entrará en proceso de liquidación, el cual deberá concluir a más tardar en un plazo de tres (3) años y utilizará para todos los efectos la denominación Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, Incora en Liquidación y estará adscrito al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.

La liquidación se hará conforme lo dispuesto en el Decreto Ley 254 de 2000, mediante el cual se expide el régimen para la liquidación de las entidades públicas del orden nacional y las demás normas que lo modifiquen, sustituyan o reglamenten.

ARTÍCULO 2º. Terminación de la existencia de la entidad. Vencido el término de liquidación señalado terminará la existencia jurídica del Instituto Colombiano de Reforma Agraria, Incora en Liquidación, para todos los efectos.”

El término de tres (3) años establecido para culminar la liquidación del INCORA fue prorrogado por los Decretos Nos. 1492 de 2006 (hasta el 28 de febrero de 2007), 542 de 2007 (hasta el 30 de junio de 2007) y 2462 de 2007 (hasta el 22 de noviembre de 2007).

El Decreto Ley 254 de 21 de febrero de 2000 o Régimen para la Liquidación de las Entidades Públicas del Orden Nacional, estableció en el artículo 8º, lo siguiente:

“ARTÍCULO  8º- Plazo.  Dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que asuma funciones el liquidador, éste elaborará, y si es del caso, presentará a la junta liquidadora un programa de supresión de cargos, determinando el personal que con la naturaleza de las funciones desarrolladas debe acompañar el proceso de liquidación.

No obstante, al vencimiento del término de liquidación quedarán automáticamente suprimidos los cargos existentes y terminarán los contratos de trabajo de acuerdo con el respectivo régimen legal aplicable.”

Por su parte, el Decreto 2100 de 2003, suprimió unos cargos de la Planta de Personal del Instituto Colombiano de la Reforma Agraria –INCORA- en liquidación dentro de los cuales se encuentran 48 de Profesional Especializado Código 3010 Grado 19.

El artículo 8º del Decreto 254 de 2000 estableció el procedimiento al que deben ceñirse los entes estatales para adelantar la liquidación, señalando que el Gerente Liquidador tiene que elaborar la relación de los cargos a suprimir y el personal que debe permanecer vinculado, para efectos de llevar a cabo la liquidación, al disponer:

“ARTÍCULO  8º- Plazo. Dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que asuma funciones el liquidador, éste elaborará, y si es del caso, presentará a la junta liquidadora un programa de supresión de cargos, determinando el personal que con la naturaleza de las funciones desarrolladas debe acompañar el proceso de liquidación.

No obstante, al vencimiento del término de liquidación quedarán automáticamente suprimidos los cargos existentes y terminarán los contratos de trabajo de acuerdo con el respectivo régimen legal aplicable.”

Sobre la protección a los servidores con status pensional, el artículo 9º ibídem consagra el deber que tienen las autoridades estatales, cuando adelanten los procesos de liquidación, de garantizar y respetar los derechos adquiridos, en el entendido de que se incluye a quienes han alcanzado su reconocimiento, sin importar que se haya proferido o no el acto administrativo correspondiente.

El artículo 1º del Decreto 1292 de 21 de mayo de 2003, estableció un término de tres (3) años para surtir el proceso de liquidación del INCORA; el artículo 2º ibídem previó que vencido dicho plazo terminará la existencia jurídica de la entidad para todos los efectos, y el artículo 15 estableció que dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que el Liquidador asuma sus funciones, procederá a eliminar los cargos vacantes y los que no sean necesarios para adelantar el proceso.

El Decreto 2100 de 28 de julio de 2003, en efecto dispuso la supresión de la Planta de Personal, entre otros, de 48 cargos de Profesional Especializado Código 3010 Grado 19, situación que al no ser informada al demandante supone la permanencia del cargo por ser necesario para el proceso liquidatorio, que por demás fue prorrogado mediante los Decretos 1492 de 2006, 542 de 2007 y 2462 de 2007, demostrándose tanto la existencia en la Planta de Personal como sus funciones, y por ende desvirtuándose el argumento planteado.

El demandante por su parte completó los requisitos pensionales (edad y tiempo) “para el año 2005” 
; el Instituto de Seguros Sociales - ISS efectúo el reconocimiento pensional el 22 de septiembre de 2005, mediante Resolución No. 029019; y, su inclusión en nómina se produjo en el mes de mayo de 2006, según da cuenta la Resolución No. 018829.

Quiere decir que el INCORA siempre procuró garantizarle los derechos laborales al demandante, quien se encontraba a punto de adquirir su derecho pensional.

En esas condiciones el demandante no podía hacer parte de la relación de cargos que el Gerente Liquidador del INCORA debía suprimir, pues precisamente para garantizar su derecho a alcanzar los requisitos para acceder a la pensión, debía permanecer vinculado a la entidad, por eso no le asiste razón al impugnante quien pretende reclamar la indemnización prevista por la supresión del cargo.

Del Retén Social

La Ley 790 de 2002 revistió de Facultades Extraordinarias al Presidente de la República para adelantar el Programa de Renovación de la Administración Pública.  El artículo 16 estableció lo siguiente: 

“ARTÍCULO 16. FACULTADES EXTRAORDINARIAS. De conformidad con el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses contados a partir de la fecha de publicación de la presente ley, para:

a) Suprimir y fusionar Departamentos Administrativos, determinar su denominación, número y orden de precedencia.

El acto mediante el cual se disponga la fusión, determinará los objetivos, la estructura orgánica y el orden de precedencia del Departamento Administrativo resultante de la fusión.

El acto mediante el cual se disponga la supresión, determinará el orden de precedencia de los restantes Departamentos Administrativos;

b) Determinar los objetivos y la estructura orgánica de los Ministerios;

c) Reasignar funciones y competencias orgánicas entre las entidades y organismos de la administración pública nacional;

d) Escindir entidades u organismos administrativos del orden nacional creados o autorizados por la ley;

e) Señalar, modificar y determinar los objetivos y la estructura orgánica de las entidades u organismos resultantes de las fusiones o escisiones y los de aquellas entidades u organismos a los cuales se trasladen las funciones de las suprimidas;

f) Crear las entidades u organismos que se requieran para desarrollar los objetivos que cumplían las entidades u organismos que se supriman, escindan, fusionen o transformen, cuando a ello haya lugar;

g) Determinar la adscripción o la vinculación de las entidades públicas nacionales descentralizadas.

PARÁGRAFO 1º. Las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República en el presente artículo para renovar la estructura de la Administración Pública Nacional, serán ejercidas con el propósito de racionalizar la organización y funcionamiento de la Administración Pública o con el objeto de garantizar la sostenibilidad financiera de la Nación.

PARÁGRAFO 2º. Cuando por cualquier causa, una entidad u organismo quede disuelto, el Presidente de la República, previo concepto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá indicar el término máximo en que debe adelantarse y culminarse, en su totalidad, la liquidación. Dicho término, en ningún caso, podrá ser inferior a un (1) año ni superior a tres (3), so pena de que sus liquidadores y administradores sean responsables en los términos de ley.”

A su vez, el artículo 12 de la citada Ley 790 de 2002, previó el siguiente texto:

“ARTÍCULO 12. PROTECCIÓN ESPECIAL. De conformidad con la reglamentación que establezca el Gobierno Nacional, no podrán ser retirados del servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública las madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con limitación física, mental, visual o auditiva, y los servidores que cumplan con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la promulgación de la presente ley.”

Con base en las Facultades Extraordinarias otorgadas al Presidente de la República no previó la supresión del INCORA, pues su naturaleza jurídica de Establecimiento Público del Orden Nacional, adscrito al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural no estuvo dentro del marco legal que autorizó la liquidación de las entidades administrativas, siendo inaplicable en principio el llamado “retén social” establecido en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002, para proteger la estabilidad laboral de las madres cabeza de familia, personas con limitaciones y servidores que cumplan con la totalidad de los requisitos, edad y tiempo de servicio, para disfrutar de su pensión de jubilación o de vejez en el término de tres (3) años contados a partir de la promulgación de la ley.

Dicha protección especial, tenía como finalidad garantizar los derechos de las personas que se vieron afectadas por las Facultades Extraordinarias otorgadas al Presidente de la República dentro del Programa de Renovación Pública (Ley 790 de 2002), siendo lógica su aplicación únicamente para tal evento, según el Principio de Unidad de Materia legislativa expresado en el artículo 158 de la Constitución Política, cuyo tenor literal es el siguiente:

“ARTICULO 158. Todo proyecto de ley debe referirse a una misma materia y serán inadmisibles las disposiciones o modificaciones que no se relacionen con ella. El Presidente de la respectiva comisión rechazará las iniciativas que no se avengan con este precepto, pero sus decisiones serán apelables ante la misma comisión. La ley que sea objeto de reforma parcial se publicará en un solo texto que incorpore las modificaciones aprobadas.” 

Por lo tanto, el retén social previsto en el Ley 790 de 2002 en principio sería aplicable a las Facultades Extraordinarias establecidas en la misma norma, sin hacerse extensivo a otros ordenamientos de Organización de la Administración Pública. 

Sin embargo, Jurisprudencialmente ha tenido un desarrollo encaminado a proteger los derechos establecidos para las personas que puedan ser lesionadas como consecuencia de una supresión, fusión o escisión de las Entidades Públicas, ampliando su alcance en procura de garantizar derechos de orden Constitucional que puedan ser afectados.

Esta Sala al abordar el tema del retén social indicó lo siguiente:

“Lo anterior significa que las modificaciones estructurales y de planta de personal del Instituto de Seguro Social fueron dispuestas por su Consejo Directivo y sometidas a consideración del Gobierno Nacional y no en ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas al Presidente de la República ni dentro del Programa de renovación de la Administración Pública (Ley 790 de 2002). 

Pero independiente de dilucidar si los beneficios que se desprenden del Programa de renovación de la Administración Pública son aplicables en el proceso de reestructuración del Instituto de Seguro Social, el cual no se adelantó dentro del marco de las facultades extraordinarias que la Ley 790 de 2002 le otorgó al Presidente de la República, la protección a la mujer cabeza de familia es una garantía Constitucional que se encuentra consagrada en el artículo 43 de la Carta cuando establece: 

“(…) El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia”

Atendiendo este precepto Constitucional el legislador expidió la Ley 82 de 1993, relativa a la mujer cabeza de familia, que busca propiciar condiciones favorables a la mujer en diversos escenarios y en el artículo segundo precisa las características esenciales de la condición de madre cabeza de familia señalando literalmente lo siguiente: 

“Para los efectos de la presente ley, entiéndase por "Mujer Cabeza de Familia", quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.

Parágrafo. Esta condición y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer cabeza de familia de bajos ingresos ante notario, expresando las circunstancias básicas de su caso y sin que por este concepto se causen emolumentos notariales a su cargo.”

En consecuencia la Ley 790 de 2002 y el Decreto 190 de 2003, quisieron materializar el citado concepto de madre cabeza de familia, porque el ámbito de la protección es de orden Constitucional. Sin embargo a su vez es viable establecer que en el escenario de la reestructuración de la Administración Pública y respecto al amparo que persigue la actora, prevalecen los intereses generales de la Administración, claro esta sin desconocer los particulares de los empleados.” 
 (Negrillas)

Sobre el particular, la Corte Constitucional expresó que:

“(…) Así las cosas, se concluye que aunque la protección laboral reforzada que el legislador otorgó a aquellas personas que se encontraban en la condiciones descritas por el artículo 12 de la ley 790 de 2002, se circunscribe a aquellos trabajadores que eventualmente pudieran verse afectados en desarrollo del programa de renovación de la administración pública, no obstante, dicha protección no se agota allí, como quiera que la disposición referida es simplemente una aplicación concreta de las garantías constitucionales, las cuales están llamadas a ser aplicadas cuando quiera que el ejercicio del derecho fundamental pueda llegar a verse conculcado. En este orden de ideas, debe tenerse presente que la implementación de este tipo de medidas responde a imperativos constitucionales que se desprenden de los artículos 13, 42, 43 y 44 superiores, entre otros, y que constituyen en sí mismos fines esenciales en el Estado Social de Derecho. (…)”
 
Concluye la Sala, que si bien el denominado retén social fue dispuesto en principio para ser aplicado a las Facultades Extraordinarias dispuestas en el Ley 790 de 2002, dicha garantía ha sido extendida a otras reestructuraciones de la Administración Pública con fundamento en la protección de los derechos fundamentales de cierta población vulnerable que la Constitución Política prevé, siendo de resorte para el sub-lite por tratarse de un empleado público con expectativas pensionales.

El Reconocimiento Pensional

La Ley 797 de 29 de enero de 2003, por la cual se reforman algunas disposiciones del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales, en el parágrafo 3° del artículo 9°, expresó:

“Se considera justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, que el trabajador del sector privado o servidor público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener derecho a la pensión. El empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal o reglamentaria, cuando sea reconocida o notificada la pensión por parte de las administradoras del sistema general de pensiones.

Transcurridos treinta (30) días después de que el trabajador o servidor público cumpla con los requisitos establecidos en este artículo para tener derecho a la pensión, si este no la solicita, el empleador podrá solicitar el reconocimiento de la misma en nombre de aquel.

Lo dispuesto en este artículo rige para todos los trabajadores o servidores públicos afiliados al sistema general de pensiones.”

La Corte Constitucional mediante sentencia C-1037 de 5 de noviembre de 2003, M.P. Dr. Jaime Araújo Renteria, declaró exequible la norma precitada, con las siguientes consideraciones:

“(…) 7.- El cargo de inconstitucionalidad formulado por el actor contra el parágrafo 3° del artículo 9° de la Ley 797 de 2003 está fundando en el argumento de que el Legislador quebrantó la libertad laboral, la intimidad, el libre desarrollo de la personalidad, la irrenunciabilidad de los beneficios mínimos laborales, la favorabilidad y “la primacía de la realidad sobre las formalidades de las disposiciones legales” de las personas titulares de relaciones laborales públicas o privadas, al permitir que puedan ser retirados del servicio al cumplir con los requisitos para tener derecho a la pensión, y al facultar al empleador terminar la relación laboral cuando sea reconocida o notificada la pensión, así como, también, al facultarlo para  solicitar el reconocimiento de la misma a nombre del empleado.

La Corte no comparte ese argumento, pues no tiene respaldo constitucional alguno. Así, el mismo Constituyente facultó al Legislador para que estableciera causales adicionales a las reguladas directamente por la Constitución para el retiro del servicio de los empleados públicos. 

En consecuencia, compete al Legislador, en ejercicio de la potestad de configuración política, determinar las demás causales de terminación de las relaciones laborales públicas y privadas, respetando los límites, principios y valores constitucionales. Por tanto, la regulación prevista en el parágrafo 3° del artículo 9° de Ley 797 de 2003, al establecer una causal de terminación de la relación laboral, tiene amparo constitucional, si se entiende como más adelante se indicará.            

8.- En ese orden ideas, cuando un trabajador particular o un servidor público han laborado durante el tiempo necesario para acceder a la pensión, es objetivo y razonable que se prevea la terminación de su relación laboral. Por un lado, esa persona no quedará desamparada, pues tendrá derecho a disfrutar de la pensión, como contraprestación de los ahorros efectuados durante su vida laboral y como medio para gozar del descanso, en condiciones dignas, cuando la disminución de su producción laboral es evidente. Por otro lado, crea la posibilidad de que el cargo que ocupaba sea copado por otra persona, haciendo efectiva el acceso en igualdad de condiciones de otras personas a esos cargos, pues no puede perderse de vista que los cargos públicos no son patrimonio de las personas que lo ocupan.

9.- Además de lo anterior, en anteriores oportunidades cuando esta Corporación estudió las disposiciones legales sobre edad de retiro forzoso, manifestó que era legítimo ese retiro por cuanto permitía la realización de varios derechos. Al servidor público se le hacía efectivo su derecho al descanso, con el disfrute de la pensión. Se permitía, asimismo, el acceso de las nuevas generaciones a los cargos públicos. Y a la función pública enrumbarse por caminos de eficacia y eficiencia, al contar con nuevo personal. (…)”

La Sección Segunda del Consejo de Estado, en sentencia de 30 de julio de 2009, expediente 1525-07, M.P. Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, tuvo la oportunidad de pronunciarse en un caso similar, concluyendo:

“(...) El demandante en el recurso de apelación pretende se de aplicación a la sentencia de 27 de mayo de 1999, expediente 11998, M.P. Dr. Nicolás Pájaro, mediante la cual se accedió a las pretensiones de la demanda, en que se declaró insubsistente un funcionario de la Procuraduría General de la Nación, por habérsele reconocido su pensión de jubilación.

Lo anterior no es posible dado que recientemente la Corte Constitucional, en sentencia T-1092 de 6 de noviembre de 2008, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil, precisó el alcance respecto de los funcionarios de la Rama Judicial, que tiene el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9° de la Ley 797 de 2003, señalando: (…)

En el sub-lite está probado que el demandante no era funcionario de la Rama Judicial, como quiera que prestó sus servicios a la Unidad Administrativa Especial de la Aeronáutica Civil, desde el 1° de septiembre de 1970 hasta el 31 de octubre de 2003 (Fls. 9) y se verificó el reconocimiento de la pensión de jubilación, mediante Resolución No. 000845 de 31 de enero de 1997, expedida por CAJANAL (Fls. 110-113), por lo que conforme a lo previsto por la Constitución y la Ley, era posible que la accionada hubiera dado por terminada la relación laboral del actor. (…)”

Quiere decir que dicha disposición se enmarcaba dentro de la libertad de configuración legislativa otorgada al Congreso por el artículo 125 de la Carta Política y que no contrariaba los principios, valores y derechos superiores, como quiera que era razonable prever la terminación de la relación laboral de un trabajador particular o de un servidor público que hubiera laborado durante el tiempo necesario para obtener la pensión, de suerte que se garantizara su mínimo vital, al tiempo que se creara la posibilidad de que el cargo que ejercía fuera ocupado por otra persona. 

Recientemente la Corte Constitucional, en sentencia T-1092 de 6 de noviembre de 2008, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil, precisó el alcance que tiene el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9° de la Ley 797 de 2003, respecto a los funcionarios de la Rama Judicial:

“(…) Conforme a las consideraciones expuestas en esta providencia, la Sala considera que el acto administrativo de retiro del servicio es contrario a la Carta Política, por haberse fundamentado en una norma que no resulta aplicable a la actora, en su calidad de funcionaria de la rama judicial. En efecto, en su calidad de Magistrada del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en materia de causales de retiro del servicio, la accionante se encuentra sometida a lo dispuesto en el artículo 149 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, por lo que según lo referido en la Sentencia C-037 de 1996, para que procediera la cesación definitiva de sus funciones, en desarrollo de la causal de retiro por derecho a pensión, debía mediar su consentimiento. (..)

De esta forma, para el caso de los funcionarios de la rama judicial, no es posible aplicar la causal de retiro del servicio por el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión, consagrada en el Régimen General de Seguridad Social porque, dado que hace parte de una ley ordinaria, no tiene el alcance de modificar aquélla consagrada en una ley estatutaria. (…)”

Caso Concreto

En el sub-lite está probado que el demandante prestó sus servicios al INCORA desde el 26 de abril de 1974 hasta el 30 de marzo de 2006 (Fls. 6-7) y se verificó el reconocimiento y posterior reliquidación de la pensión de jubilación, mediante las Resoluciones Nos. 029019 y 018829 de 22 de septiembre de 2005 y 18 de mayo de 2006 respectivamente, expedidas por ISS (Fls. 133-135 y 146-147 C-3) y que efectivamente fue incluido en nómina de pensionados como lo demuestra el Oficio PRAP-062-211 No. 1554 de 2006, por lo que conforme a lo previsto por la Constitución, la Ley y la jurisprudencia, era posible que la accionada hubiera dado por terminada su relación laboral.

En el sub-examine se cumplen a cabalidad las condiciones establecidas por la Corte Constitucional en la referida sentencia, para que la Administración pueda retirar del servicio al accionante, como es la inclusión en la nómina de pensionados del ISS.

Cumplida la condición exigida en la jurisprudencia pretanscrita, era viable que el Ente acusado procediera a retirar del servicio al demandante, para no incurrir en la prohibición establecida en el artículo 128 de la Constitución Política, según el cual no es posible percibir dos asignaciones que provengan del Tesoro Público, como bien lo expresa el Tribunal Constitucional, así: “(…) en relación con los pensionados del sector público, (…) una vez se incluye en la nómina correspondiente el pago de la mesada pensional respectiva debe cesar la vinculación laboral.“

Esta Sección al analizar un asunto con supuestos fácticos y jurídicos similares sostuvo respecto de la continuación de las funciones en la Planta de Personal, que:

“La entidad demandada al darle aplicación al artículo 12 de la ley 790 de 2002 no le desconoció el derecho que le asistía como empleada inscrita en la carrera administrativa; si bien es cierto no le dio la opción de la indemnización por supresión del cargo, fue precisamente porque el cargo que ejercía la actora no fue suprimido, y en esas condiciones no podía optar por la mencionada indemnización, no violándose el derecho al trabajo, a los derechos adquiridos con justo título y la estabilidad en la carrera administrativa, todo lo contrario esos fueron los derechos que se protegieron al permitir que la actora, en condición de pre pensionada, continuara laborando.”

Conforme a las razones expuestas, se confirmará el fallo de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

CONFÍRMASE la sentencia de 13 de mayo de 2008, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, que negó las pretensiones de la demanda incoada por Efrén Hoyos Dueñas contra el Instituto de la Reforma Agraria - INCORA  en Liquidación.

Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en la presente sesión.

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ          VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

GERARDO ARENAS MONSALVE

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
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� La Corte Constitucional, mediante sentencia C-563 de 6 de noviembre de 1997, M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, se pronunció sobre las causales de retiro, haciendo las siguientes precisiones: “(…) Así mismo, medidas de esta índole persiguen la efectividad del mandato estatal contenido en el artículo 54 de la Carta Política, según el cual "el Estado debe propiciar la ubicación laboral de las personas en edad de trabajar" que, a su turno, es concordante con las facultades genéricas de intervención del Estado en la economía con la finalidad de "dar pleno empleo a los recursos humanos (…)”





� Publicada en el Diario Oficial No. 45680 de 23 de septiembre de 2004.


�  La Corte Constitucional, mediante sentencia C-501 de 17 de mayo de 2005, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, declaró EXEQUIBLE el literal e) del artículo 41 de la Ley 909 de 2004, en el entendido de que no se pueda dar por terminada la relación laboral sin que se le notifique debidamente su inclusión en la nómina de pensionados correspondiente.


� “ARTICULO 52. DE LA SUPRESION, DISOLUCION Y LIQUIDACION DE ENTIDADES U ORGANISMOS ADMINISTRATIVOS NACIONALES. El Presidente de la República podrá suprimir o disponer la disolución y la consiguiente liquidación de entidades y organismos administrativos del orden nacional previstos en el artículo 38� de la presente ley cuando: (…)” 





� Publicado en el Diario Oficial No. 45.196 de 23 de mayo de 2003.


� De esa manera se indica en la Resolución No. 029019 de 22 de septiembre de 2005, proferida por el ISS.


� Sentencia de 26 de febrero de 2009, expediente 7339-2005, M.P. Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez.





Igualmente en sentencia de 14 de agosto de 2009, expediente 1250-07, M.P. Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, precisó: “(…) Como quedó establecido el artículo 12 de la Ley 790 de 2002 ha sido interpretado Jurisprudencialmente como aquella garantía que tienen ciertos servidores públicos (madres y padres cabeza de familia, discapacitados y personas con expectativas pensionales) cuando se presenta un proceso de reestructuración del Sector Público, con miras a proteger la estabilidad laboral y los derechos fundamentales.





Si bien inicialmente fue creado por el Legislador para amparar a aquellos servidores que se vieron perjudicados por las Facultades Extraordinarias otorgadas al Presidente de la República en virtud de la Ley 790 de 2002, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional han aceptado aplicar tales preceptos cuando se evidencia la afectación a los derechos fundamentales de las personas que hacen parte de la garantía laboral que fue establecida en procesos de modernización de la Administración Pública.  En tales condiciones, el cargo expuesto no está llamado a prosperar por la interpretación extensiva que de tal beneficio se viene efectuando.





� Sentencia T-768 de 2005, M.P. Dr. Jaime Araujo Rentaría.


� Corte Constitucional en sentencia C-1037 de 2003, M.P. Dr. Jaime Araujo Renteria.


� Sentencia del Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “A” de 30 de agosto de 2007, M. P. Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, No. interno 4279-2005.





Igualmente en sentencia de 14 de agosto de 2009, expediente 1250-07, M.P. Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, precisó: “(…) Cuarto Cargo: Irretroactividad del artículo 12 de la Ley 790 de 2002.





El demandante advierte que la estabilidad laboral de la Carrera Administrativa la obtuvo en vigencia de las Leyes 27 de 1992 y 443 de 1998, que no prevén el retén social de la Ley 790 de 2002, siendo inaplicable a su situación particular por cuanto restringe la posibilidad de optar por la indemnización o la reincorporación en otro cargo cuando se produce la supresión del cargo.





Al momento de disponerse la supresión del INCORA (Decreto 1292 de 21 de mayo de 2003), se encontraba vigente la Ley 443 de 1998, cuyo artículo 39, estableció el siguiente tenor literal: (…)





Dicha prerrogativa, es clara en indicar que quienes ostentan la calidad de empleados públicos en Carrera tienen derecho en caso de la supresión o fusión del cargo, a ser incorporados en empleos equivalentes o a recibir una indemnización.   





Empero, los requisitos establecidos no fueron cumplidos en el sub-lite, pues si bien el INCORA estaba en proceso de liquidación, el cargo ostentado por el demandante, como quedó claro, aún estaba previsto en la Planta de Personal hasta que culminara el proceso liquidatorio, deviniendo antes, la aceptación de la renuncia al cargo conforme lo indica la Resolución No. 032829 de 22 de agosto de agosto de 2006 proferida por el Gerente II del Centro de Atención de Pensionados del Seguro Social Seccional Cundinamarca y D.C. que reconoció el derecho pensional. (fl. 127-128 cdno ppal). (…)”








